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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 919/2021/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: **********
AUTORIDADES DEMANDADAS:

MUNICIPIO DEL H. AYUNTAMIENTO DE SANTA MARÍA DEL RÍO, SAN LUIS POTOSÍ Y OTRAS AUTORIDADES. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO. 
San Luis Potosí, S.L.P., a veinticinco de abril de dos mil veintidós. 


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 919/2021/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por auto del siete de diciembre de dos mi veintiuno, se tuvo a  ********** demandando los actos y respecto de las autoridades que en seguida se precisan:

a) El Municipio de Santa María del Río, San Luis Potosí.

b) Presidente Municipal del Municipio de Santa María del Río, San Luis Potosí.

c) Dirección de Seguridad Pública Municipal de Santa María del Río, San Luis Potosí.

d) Departamento de Obras Públicas del Municipio de Santa María del Río, San Luis Potosí.

e) Departamento de Catastro del Municipio de Santa María del Río, San Luis Potosí.

f) Departamento de Protección Civil y Ecología.

g) Departamento de Comercio y Giros Mercantiles.

En general, cualquier autoridad administrativa dependiente del   Municipio de Santa María del Río, San Luis Potosí.

ACTO QUE SE IMPUGNA.- **********
II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las trece horas con cuarenta y cinco minutos del doce de abril de dos mil veintidós, con la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como a los de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que se formularon por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución. 

C O N S I D E R A N D O


PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos locales. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el señalado en el Resultando Primero de ésta resolución. 

En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a ********** de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de un documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.

TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda ********** demandando los actos y respecto de las autoridades referidas.  

Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado se encuentra directamente dirigido al domicilio de la actora, el ubicado **********la actora cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

La constitución de dicha empresa se acredita con el ********** del expediente en que se actúa.       

En cuanto a la persona que la representa, la ********** la personalidad con la que comparece a juicio, se encuentra acreditada con los **********, así como con el **********

Tocante a la legitimación de las autoridades demandadas, las mismas se encuentran acreditadas en este juicio conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportaron para tales efectos los nombramientos que las acredita como tales, los cuáles obran agregados en autos a fojas de la 103 a la 116 de este expediente.  

CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación los que se advierten en autos a fojas de la 05 a la 09 y de la 188 a la 191 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Analizadas las constancias que conforman el presente expediente, se advierte que no existe causal por la que se tenga que hacer pronunciamiento alguno. 
SEXTO.- Ahora bien, en el escrito de ampliación de demanda de nulidad por parte de la actora, hace valer un Único Concepto de Impugnación en el que hace valer diversos agravios.

Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, esta Primera Sala Unitaria procederá a llevar a cabo el estudio del agravio que le cause mayor beneficio a la actora, además, porque así se le faculta según lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Dentro de este Concepto de Impugnación, esgrime la demandante que le causa agravio los actos impugnados, dada la ilegalidad manifiesta en su emisión y ejecución material de la clausura de las instalaciones del lote denominado ********** pues éstos contravienen los derechos humanos  contenidos en los artículo 14, 16 y 17 Constitucionales, ante la ausencia total de la debida fundamentación y motivación.

Lo anterior porque dice que ********** procedió a la clausura de la mina, no se encuentran firmados por la autoridad municipal que supuestamente los emite (Director de Obras Públicas Municipal) ni por el supuesto Inspector o verificador, ya que la ausencia de la firma  de quien los emitió y ejecutó la clausura, provocan la inexistencia de los actos que se impugnan y como consecuencia, su nulidad e invalidez. (F. 189 y 189)

De acuerdo con el agravio expuesto por la actora, en relación con las constancias que obran en autos del expediente en que se actúa así como de la contestación de las autoridades demandadas, a juicio de la titular de la Primera Sala Unitaria de este Tribunal, el concepto de estudio es fundado y suficiente para decretar la nulidad de los actos que se impugnan.

Lo anterior es así, ya que del que se realice **********del expediente en que se actúa, así como la Ejecución de la misma, se advierte que supuestamente fueron emitidas por autoridades administrativa dependiente del H. Ayuntamiento del Municipio de Santa María del Río, San Luis Potosí, como se advierte de la inserción de la imagen siguiente: **********
Del análisis del documento anterior, se advierte que efectivamente como lo manifiesta la actora, dichos documentos no contienen la firma de la autoridades que se atribuyen su emisión ni su ejecución, esto es, el Director de Obras Públicas Municipal de Santa María del Rio, San Luis Potosí, ni el supuesto Inspector o Verificador que llevó a cabo la clausura de la mina. 
Lo anterior es así, puesto que de una lectura integral al contenido total de la **********no se advierte en ninguna de sus partes el nombre del servidor público y la firma que permita atribuir su emisión al Director de Obras Públicas del H. Ayuntamiento de Santa María del Río, San Luis Potosí, no obstante que en el cuerpo del documento se haya señalado expresamente lo siguiente “CUYA ATRIBUCIÓN CORRESPONDE A LA DIRECCIÓN DE OBRAS PÚBLICAS DE ESTE AYUNTAMIENTO EN EL AREA DE SU JURISDICCIÓN”.

El documento en mención fue elaborado en papel membretado del H. Ayuntamiento del Municipio de Santa María del Río, San Luis Potosí y emitido por la “Obras Públicas Municipales” (sic), tal como se advierte en el ángulo superior derecho del mismo.

No se debe de pasar por alto que la calidad de documentos públicos, se demuestra por la existencia sobre los propios documentos de los sellos, logotipos oficiales, firmas u otros signos exteriores, lo que permite al gobernado tener la certeza jurídica de conocer incuestionablemente qué autoridad emitió un determinado acto que le pare perjuicio, para estar así en posibilidades de conocer, con igual certeza jurídica, qué medio de defensa y ante la jurisdicción de qué autoridad puede promoverlo para proteger sus intereses, pues de otra manera se le dejaría en completo estado de indefensión. Sin embargo, en el caso que nos ocupa, si bien es cierto el acto impugnado fue presuntamente emitido por “Obras Públicas Municipales” (sic) del H Ayuntamiento de Santa María del Río, lo cierto es que ante la falta de firma del funcionario emisor carece de legitimación para poder llevar a cabo actos de molestia en la esfera jurídica de la demandante, y por consecuencia, también de quien llevó a cabo las ordenes contenidas en el mismo. 

 Aunado a lo anterior, cabe mencionar que al tenor del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es una garantía constitucional que los actos que incidan en la esfera jurídica de los particulares se emitan por autoridad competente; y que si bien es cierto no establece expresamente que las autoridades firmen su mandamientos autógrafamente, no menos es cierto que sí se desprende del citado artículo, al exigir que exista un mandamiento escrito que funde y motive la causa legal del procedimiento, que los mandamientos de autoridad ostenten la firma original, ello para legitimar su actuación. 

Al respecto, debe decirse que el mandamiento escrito que se emite a través de un documento, debe estar firmado por la autoridad que lo emite y que tenga competencia para ello, porque desde el punto de vista legal, es la firma lo que da autenticidad a los escritos emitidos por autoridades administrativas.
Por ello la orden de visita de inspección debió contar con firma autógrafa del Director de Obras Públicas, para considerar que la misma se encontraba legalmente emitida, por lo que al no hacerlo es evidente que transgrede la esfera jurídica del particular, pues la firma del funcionario competente se plasma con el propósito de dar autenticidad y firmeza a la resolución así como aceptar la responsabilidad que deriva de la emisión de la orden de visita de inspección.

Tal violación se robustece con el hecho, de que el acto impugnado no solo carece de la firma de la autoridad que emitió la orden de inspección, sino también de la ausencia de firma del inspector verificador autorizado para llevarla a cabo, en el caso concreto del **********, pues del original del acta que acompañó la demandada como prueba no se desprende tal hecho, lo que contraviene el artículo 115 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que dispone  que al acta de inspección que se levante deberá ser firmada por quienes en ella hayan intervenido. 
Entonces, la firma que en dichos documentos estampe la autoridad, es un requisito indispensable para su validez, ya que es el signo gráfico con el que, en general, se obligan las personas en todos los actos jurídicos en que se requiere la forma escrita, de tal manera que la falta de firma de la autoridad en el documento consistente en la Orden de Inspección y la propia inspección que antecede a la clausura combatida, carece de legalidad y validez.
Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia sostenida por los Tribunales Colegiados de Circuito, con número de registro 251598, Séptima Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Volumen 133-138, Sexta Parte, que a la letra dice:
FIRMA AUTÓGRAFA, RESOLUCIÓN CARENTE DE. ES INCONSTITUCIONAL. Si bien es cierto que el artículo 16 constitucional no establece expresamente que las autoridades firmen su mandamientos autógrafamente, sí se desprende del citado artículo, al exigir que exista un mandamiento escrito que funde y motive la causa legal del procedimiento, que los mandamientos de autoridad ostenten la firma original. En efecto, por "firma", según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, se entiende: "Nombre y apellido, o título de una persona que ésta pone con rúbrica al pie de un documento escrito de mano propia o ajena, para darle autenticidad o para obligarse a lo que en él se dice. El vocablo "firma" deriva del verbo "firmar" y éste del latín "firmare", cuyo significado es afirmar o dar fuerza. A su vez, la palabra "firmar", se define como "Afirmar, dar firmeza y seguridad a una cosa" (Diccionario citado). En este orden de ideas y trasladando los mencionados conceptos al campo del derecho constitucional, debe decirse que la firma consiste en asentar al pie de una resolución o acto escrito de autoridad, el nombre y apellido de la persona que los expide, en la forma (legible o no) en que acostumbra hacerlo, con el propósito de dar autenticidad y firmeza a la resolución así como aceptar la responsabilidad que deriva de la emisión del mandamiento. Es por ello que la firma de una resolución, para que tenga validez a la luz de la Constitución General de la República, debe ser autógrafa, pues ésta es la única forma en que la persona que la asienta, adquiere una relación directa entre lo expresado en el escrito y la firma que debe calzarlo; es decir, es la única forma en que la autoridad emitente acepta el contenido de la resolución con las consecuencias inherentes a ella y además es la única forma en que se proporciona seguridad al gobernado de que el firmante ha aceptado expresamente el contenido de la resolución y es responsable de la misma. Desde luego es irrelevante para que exista esa seguridad jurídica en beneficio del gobernante (quien firma) y el gobernado (quien recibe o se notifica de la resolución firmada), que la resolución o acto de autoridad se encuentren o no impresos, pues al firmar la autoridad emitente se responsabiliza del contenido, sea cual fuere la forma en que se escribió la resolución. Pero en cambio, no puede aceptarse que la firma se encuentre impresa, pues en estos casos no existe seguridad jurídica ni para el gobernante ni para el gobernado, de que la autoridad de manera expresa se ha responsabilizado de las consecuencias de la resolución.
Ante las circunstancias en que se emitió la citada ********** al no contener la firma de quien la emitió, no puede dárseles efecto jurídico alguno en perjuicio de la parte actora pues ello presupone la necesidad inexcusable de que se encuentre firmado por el funcionario emisor, ya que dicha firma será la circunstancia idónea para autentificarlo, es decir, para establecer la obligatoriedad de los actos jurídicos que requieren de forma escrita. 
Entonces, la consecuencia jurídica de dicho acto es la inexistencia del mismo, por lo que debe tenerse por probado que se transgredieron los derechos fundamentales de legalidad, seguridad jurídica y debido proceso consagrados en los artículos 14 y 16  de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto a los requisitos que debe contener **********
Aunado a lo anterior, el artículo 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí señala como elemento del acto administrativo, entre otros, el que sea expedido por autoridades competentes, a través de servidor público facultado para tal efecto, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables; por lo que deberá indicar la autoridad de la que emane y contener la firma del servidor público. Por lo que al carecer de dichos extremos es evidente que la orden de visita de inspección no cumple con los elementos de validez que dispone el Código en cita.  

En efecto, es necesario que la autoridad suscriba los actos emitidos, pues considerar lo contrario significaría que se dejaría al gobernado en total estado de indefensión, pues la firma es lo que da seguridad jurídica de que el acto está emitido dentro de la competencia del servidor público y que además es a él a quien se puede reclamar si el mismo resultara ilegal.

En consecuencia, es inconcuso que el instrumento que contiene la orden de inspección que dio origen al acto impugnado, no cumple con el requisito de la firma autógrafa, razón suficiente para considerar que dicho acto no puede surtir los efectos jurídicos que se le pretendieron otorgar al momento de su emisión, al encontrarse viciado de ilegalidad.   
Por lo anterior,  se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracciones III del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que procede declarar la NULIDAD TOTAL de la orden de visita de inspección, y por consiguiente del acta de inspección y de los actos posteriores a ésta por ser consecuencia unos de otros. 
Por su parte, las autoridades demandadas al momento de emitir su contestación manifestaron que: 

“… CONTRARIO A LO ASEVERADO POR LA ACTORA, TODOS Y CADA UNO DE LOS ACTOS DEL QUE SE DUELE, tanto en su escrito inicial de demanda, así como en el de ampliación de la misma, fueron dictados por autoridades competentes, debidamente fundados en las leyes aplicables al caso y motivados en los hechos.

Sin embargo, el marco legal aplicable entre los cuáles se encuentran la Ley general de equilibrio ecológico y protección al medio ambiente, ley de ordenamiento territorial, la ley de ingresos vigente en el municipio y demás leyes aplicables al caso, las autoridades Municipales sí cuentan con facultades legales y reglamentarias  y, la actuación de la que se duele la parte actora si se realizaron dentro del marco de legalidad y actuación  obedece más al incumplimiento de los deberes que toda la legislación vigente aplica a las empresas que se dedican al giro minero como es el caso de la parte actora. (F. 238)          

Argumento que es improcedente puesto que la competencia, la motivación y fundamentación que refiere, no existieron, porque el acto original consistente en **********al haberse declarado ilegal e inválido por los motivos y razones ya precisadas, la consecuencia fue la inexistencia del mismo.    

La presente resolución no prejuzga sobre las facultades legales y reglamentarias con que cuentan las autoridades demandadas, pues lo que se atendió en la Litis propuesta fue la falta de firma y nombre de la autoridad que emitió la **********, lo que hizo ilegal e inexistente el acto impugnado y sus consecuencias.    

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio Jurisprudencial cuyo tenor literal es el siguiente:

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.

Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en la ********** así como los actos que le siguieron como lo son ********** así como en la sanción a que hace referencia Director de Ecología del Municipio de Santa María del Río, San Luis Potosí, al encontrarse viciados de ilegalidad, lo que trae como consecuencia que todas las actuaciones derivadas de ella sean declaradas de ilegales. 

Al resultar fundado el concepto de impugnación analizado, esta Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes conceptos esgrimidos que aduce la parte actora, en virtud de que cualquiera que fuere su resultado, en nada variaría el sentido del presente fallo, ni obtendría un mayor beneficio al ya alcanzado,

Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”
Asimismo, sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.


Ahora bien, en cuanto a las pretensiones que hace valer la actora en el inciso b)  de su escrito de demanda, las mismas resultan improcedentes, ya que si bien es cierto, reclama los daños y perjuicios que las autoridades demandadas ocasionaron con la orden de clausura en las instalaciones del lote minero, no menos cierto lo es que no señaló de manera clara y precisa en qué consistieron esos daños y perjuicios, ya que no aportó elementos mediante los cuales se hiciera un pronunciamiento al respecto.       

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 229, fracción V, 249, 250, fracción IV, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

TERCERO. - Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en la Orden de Inspección 0001 y los actos ejecutados al amparo de la misma,  por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo.

CUARTO.- Notifíquese.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Época.


� Séptima Época; Registro: 252103; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volumen 121-126, Sexta Parte; Materia(s): Común; Tesis: Página: 280.





